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Se plantea cómo debe aplicarse la Ley 19/2013 de 9 de diciembre, de
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno,  para que la
misma no sea contraria a lo  establecido en la  Ley Orgánica 15/1999, de 13 de
diciembre,  de  Protección  de  Datos  de  Carácter  Personal.   Se  refiere  a  la
posibilidad de facilitar el acceso a cualquier ciudadano que así lo solicite, a toda
la documentación consultada por los miembros de una Comisión Especial de
Investigación sobre la oferta de Empleo público de la diputación. Y en particular
si  se pueden facilitar  copia  de las actas levantadas por  las  sesiones de la
Comisión,  las  conclusiones  alcanzadas  por  la  Comisión,  la  copia  de  los
exámenes  de  todas  las  convocatorias  de  la  Oferta  de  Empleo  Público
investigada,  o  cualquier  otra  información  que  no  haya  sido  objeto  de
publicación,  que  forme  parte  del  procedimiento  selectivo  de  la  Oferta  de
Empleo. 

Según  señalan,  la  mayoría  de  las  convocatorias  examinadas  por  la
Comisión de investigación han sido recurridas y en algunos supuestos todavía
no existe sentencia firme sobre el asunto. 

I

Los artículos 1 y 2 de la Ley Orgánica 15/1999, extienden su protección
a los derechos de los ciudadanos en lo que se refiere al tratamiento de sus
datos de carácter  personal,  siendo definidos éstos en el  artículo  3.a)  de la
citada  Ley  como  “cualquier  información  concerniente  a  personas  físicas
identificadas o identificables.” 

El artículo 5.1 del Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999,
precisa que constituye un dato de carácter  personal  “Cualquier  información
numérica,  alfabética,  gráfica,  fotográfica,  acústica  o  de  cualquier  otro  tipo
concerniente a personas físicas identificadas o identificables.” 

Dicha  definición  procede  del  artículo  2  de  la  Directiva  95/46/CE,  del
Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos
personales y a la libre circulación de estos datos, según el cual  se entenderán
por datos personales "toda información sobre una persona física identificada o
identificable (el  "interesado");  se considerará identificable toda persona cuya
identidad pueda determinarse, directa o indirectamente, en particular mediante
un  número  de  identificación  o  uno  o  varios  elementos  específicos,
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característicos de su identidad física, fisiológica, psíquica, económica, cultural
o social».

El Grupo de trabajo del artículo 29, órgano consultivo independiente de
la Unión Europea sobre protección de los datos y la vida privada, creado en
virtud  de  lo  previsto  en  el  citado  artículo  de  la  Directiva  95/46/CE,  en  su
Dictamen  4/2007  sobre  el  concepto  de  datos  personales,  tras  poner  de
manifiesto  que  la  Directiva  maneja  un  concepto  lato  de  datos  personales,
analiza los elementos de dicha definición, señalando respecto a la expresión
“toda información”  lo siguiente:

“Desde el punto de vista de la naturaleza de la información, el concepto
de datos personales incluye todo tipo de afirmaciones sobre una persona. Por
consiguiente, abarca información «objetiva» como, por ejemplo, la presencia
de determinada sustancia en su sangre, pero también informaciones, opiniones
o evaluaciones «subjetivas». Esta última clase de afirmaciones constituye una
parte considerable del caudal de datos personales tratados en sectores como
el de la banca, para evaluar la fiabilidad de los prestatarios («Fulano es un
prestatario fiable»), el asegurador («no se espera que Fulano muera pronto») o
el laboral («Fulano es un buen trabajador y merece un ascenso»).

Para que esas informaciones se consideren «datos personales», no es
necesario  que sean verídicas  o  estén probadas.  De hecho,  las  normas de
protección de datos prevén la posibilidad de que la información sea incorrecta y
confieren al interesado el derecho de acceder a esa información y de refutarla
a través de los medios apropiados.

Desde el punto de vista del contenido de la información, el concepto de
datos personales incluye todos aquellos datos que proporcionan información
cualquiera que sea la clase de ésta. Por supuesto esto incluye la información
personal considerada «datos sensibles» en el artículo 8 de la Directiva a causa
de su naturaleza particularmente delicada, pero también otras categorías más
generales  de  información.  El  término  «datos  personales»  comprende  la
información relativa a la vida privada y familiar del individuo stricto sensu, pero
también la información sobre cualquier tipo de activad desarrollada por una
persona,  como  la  referida  a  sus  relaciones  laborales  o  a  su  actividad
económica o social. El concepto de «datos personales» abarca, por lo tanto,
información sobre las personas, con independencia de su posición o capacidad
(como consumidor, paciente, trabajador por cuenta ajena, cliente, etc.).”

Además,  cabe  recordar  que  el  Reglamento  (UE)  2016/679,  del
Reglamento  (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de
abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta
al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por
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el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de
datos)  todavía  no resultan  aplicables,  de  conformidad con su  artículo  99.2,
según el cual “ Será aplicable a partir del 25 de mayo de 2018”. esto es, el
Reglamento general  de protección de datos, hace expresa mención a otros
tipos de datos personales en la definición que de los mismos efectúa en su
artículo 4.1, entendiendo por tales “toda información sobre una persona física
identificada  o  identificable  («el  interesado»);  se  considerará  persona  física
identificable  toda  persona  cuya  identidad  pueda  determinarse,  directa  o
indirectamente, en particular mediante un identificador, como por ejemplo un
nombre, un número de identificación, datos de localización, un identificador en
línea  o  uno  o  varios  elementos  propios  de  la  identidad  física,  fisiológica,
genética, psíquica, económica, cultural o social de dicha persona. 

Dicha  definición  tiene  en  cuenta  la  aparición  de  nuevos  datos
identificativos de las personas, tal y como expresa su considerando 30 según el
cual  “Las personas físicas pueden ser  asociadas a identificadores en línea
facilitados por sus dispositivos, aplicaciones, herramientas y protocolos, como
direcciones de los protocolos de internet, identificadores de sesión en forma de
«cookies»  u  otros  identificadores,  como  etiquetas  de  identificación  por
radiofrecuencia. Esto puede dejar huellas que, en particular, al ser combinadas
con identificadores únicos y otros datos recibidos por los servidores, pueden
ser utilizadas para elaborar perfiles de las personas físicas e identificarlas.”

En  consecuencia,  la  comunicación,  que  implicará  el  acceso  a  la
documentación  que  se  cuestiona,  de  cualquier  dato  de  carácter  personal,
conforme  a  las  definiciones  descritas,  estará  sujeto  a  lo  previsto  en  la
normativa de protección de datos. 

II

Facilitar el acceso a la documentación que nos plantean constituye una
cesión de datos de carácter  personal,  definida en el  artículo 3 i)  de la  Ley
Orgánica 15/1999 como “Toda revelación de datos realizada a una persona
distinta del interesado”.

Tal cesión debe sujetarse al régimen general de comunicación de datos
de carácter personal establecido en el artículo  11 de la misma Ley, donde se
establece que la misma sólo puede verificarse para el cumplimiento de fines
directamente relacionados con las funciones legitimas del cedente y cesionario
y exige para que pueda tener lugar, el consentimiento del interesado (artículo
11.1), otorgado con carácter previo a la cesión y suficientemente informado de
la finalidad a que se destinarán los datos cuya comunicación se autoriza o el
tipo de actividad de aquél a quien se pretenden comunicar (artículo 11.3), y que
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debe recabar el cedente como responsable del fichero que contiene los datos
que se pretenden ceder.

No  obstante,  es  posible  la  cesión  de  datos  personales  sin
consentimiento del afectado, siempre que nos encontremos ante alguna de las
excepciones previstas  en el  número segundo del  artículo  11,  de las cuales
interesa aquí  la  prevista  en la  letra  a)  conforme al  cual  “El  consentimiento
exigido  en  el  apartado  anterior  no  será  preciso:  a)  Cuando  la  cesión  está
autorizada en una Ley.” 

Dicha Ley habilitante puede venir constituida por  la Ley 19/2013, de 9
de  diciembre,  de  transparencia,  acceso  a  la  información  pública  y  buen
gobierno. No obstante, con carácter previo al examen de cómo debe aplicarse
la misma, cabe recordar que dicha Ley dispone en el número primero de su
disposición adicional primera que “La normativa reguladora del correspondiente
procedimiento administrativo será la aplicable al acceso por parte de quienes
tengan  la  condición  de  interesados  en  un  procedimiento  administrativo  en
curso a los documentos que se integren en el mismo.”

Por  consiguiente,  cuando  el  procedimiento  administrativo  no  haya
finalizado solamente podrán acceder a los datos contenidos en el expediente
quienes tengan la condición de interesados en el procedimiento en los términos
del  artículo  4  de  la  Ley 39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento
Administrativo  Común  de  las  Administraciones  Públicas  y  dicho  acceso  se
regirá  por  lo  dispuesto en el  artículo  53 de dicha Ley conforme al  cual  “1.
Además del resto de derechos previstos en esta Ley, los interesados en un
procedimiento administrativo, tienen los siguientes derechos: a) A conocer, en
cualquier momento, el estado de la tramitación de los procedimientos en los
que tengan la condición de interesados; el sentido del silencio administrativo
que  corresponda,  en  caso  de  que  la  Administración  no  dicte  ni  notifique
resolución expresa en plazo; el órgano competente para su instrucción, en su
caso, y resolución; y los actos de trámite dictados. Asimismo, también tendrán
derecho a acceder y a obtener copia de los documentos contenidos en los
citados procedimientos.”

 
III

En lo que  respecta a la  aplicación de dicha Ley,  debe diferenciarse las
obligaciones que dicha Ley impone como publicidad activa, reguladas en su
capítulo II, del derecho de acceso a la información pública, al que se refiere el
capítulo III, siendo éste último el que va a examinarse aquí
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En  lo  que  respecta  al  derecho  de  acceso  a  la  información  pública
dispone el artículo 12  de dicha Ley que “Todas las personas tienen derecho a
acceder a la información pública, en los términos previstos en el artículo 105.b)
de  la  Constitución  Española,  desarrollados  por  esta  Ley”,  concretando  el
artículo  13  que “Se  entiende  por  información  pública  los  contenidos  o
documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de
alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que
hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones.”

Ahora bien, dicho derecho no es ilimitado, estableciendo la propia Ley
diversos límites en sus artículos 14 y 15, de los que interesa analizar aquí los
establecidos en el artículo 15, relativos a la protección de datos de carácter
personal. Dispone dicho artículo:

“1.  Si  la  información  solicitada  contuviera  datos  especialmente
protegidos  a  los  que  se  refiere  el  apartado 2  del  artículo 7  de  la  Ley
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre,  de Protección de Datos de Carácter
Personal, el acceso únicamente se podrá autorizar en caso de que se contase
con el consentimiento expreso y por escrito del afectado, a menos que dicho
afectado hubiese hecho manifiestamente públicos los datos con anterioridad a
que se solicitase el acceso.

Si la información incluyese datos especialmente protegidos a los que se
refiere  el  apartado 3  del  artículo 7  de  la  Ley  Orgánica 15/1999,  de 13  de
diciembre,  o  datos  relativos  a  la  comisión  de  infracciones  penales  o
administrativas  que  no  conllevasen  la  amonestación  pública  al  infractor,  el
acceso sólo se podrá autorizar en caso de que se cuente con el consentimiento
expreso del afectado o si aquél estuviera amparado por una norma con rango
de Ley.

2. Con carácter general, y salvo que en el caso concreto prevalezca la
protección  de  datos  personales  u  otros  derechos  constitucionalmente
protegidos  sobre  el  interés  público  en  la  divulgación  que  lo  impida,  se
concederá  el  acceso  a  información  que  contenga  datos  meramente
identificativos  relacionados  con  la  organización,  funcionamiento  o  actividad
pública del órgano.

3. Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente
protegidos, el órgano al que se dirija la solicitud concederá el acceso previa
ponderación suficientemente razonada del interés público en la divulgación de
la información y los derechos de los afectados cuyos datos aparezcan en la
información solicitada, en particular su derecho fundamental a la protección de
datos de carácter personal.

Para  la  realización  de  la  citada  ponderación,  dicho  órgano  tomará
particularmente en consideración los siguientes criterios:
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a)  El  menor  perjuicio  a  los  afectados derivado del  transcurso de los
plazos establecidos en el  artículo 57 de la Ley 16/1985, de 25 de junio,  del
Patrimonio Histórico Español.

b) La justificación por los solicitantes de su petición en el ejercicio de un
derecho o el hecho de que tengan la condición de investigadores y motiven el
acceso en fines históricos, científicos o estadísticos.

c) El menor perjuicio de los derechos de los afectados en caso de que
los  documentos  únicamente  contuviesen  datos  de  carácter  meramente
identificativo de aquéllos.

d) La mayor garantía de los derechos de los afectados en caso de que
los datos contenidos en el documento puedan afectar a su intimidad o a su
seguridad, o se refieran a menores de edad.”

Por otra parte, la Ley 19/2013 establece en los artículos 17 y siguientes
el   procedimiento a seguir  cuando se formula una solicitud de acceso a la
información pública, debiendo tenerse en cuenta, en particular, lo prevenido en
su  artículo  19.3 respecto a la concesión de un plazo de 15 días a aquéllos a
quienes  pueda  afectar  en  sus  derechos  o  intereses  la  comunicación  de  la
información, para que puedan realizar las alegaciones que estimen oportunas. 

En  cuanto  a  la  oposición  a  que  se  efectúe  el  acceso  a  los  datos
personales por parte de su titular viene contemplada en el último de los criterios
señalados en el artículo 15.3, que permite la valoración de aspectos como la
seguridad,  intimidad o  minoría  de  edad del  titular  de  los  datos  personales,
circunstancias que pueden ser alegadas por los afectados por el tratamiento
durante el procedimiento que, a estos efectos como ya se ha señalado, exige
que se les dé un plazo de 15 días para formular las alegaciones oportunas,
alegaciones que deben ser valoradas por el órgano a quien compete efectuar la
ponderación prevista en el citado precepto, debiendo motivarse la resolución
que conceda el acceso  cuando haya habido oposición de un tercero.  Además,
en este último supuesto, conforme a lo señalado en los artículos 20.2 y 22.2
deberá indicarse expresamente al interesado que el acceso sólo tendrá lugar
cuando  haya  transcurrido  el  plazo  para  interponer  recurso  contencioso
administrativo sin que se haya formalizado o haya sido resuelto confirmando el
derecho a recibir la información.

Por otra parte, el número 4 del aludido artículo 15 dispone que “no será
aplicable lo establecido en los apartados anteriores si  el  acceso se efectúa
previa disociación de los datos de carácter personal de modo que se impida la
identificación de las personas afectadas.”

Y en todo caso, deberá tenerse en cuenta lo dispuesto en el artículo 18
de la Ley 19/2013, sobre las posibles causas de inadmisión del ejercicio de
acceso a la información pública.
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En aplicación de lo señalado a  los concretos casos a que la consulta se
refiere, relativos a la entrega a cualquier ciudadano que lo solicite de una copia
de las actas levantadas por la Comisión de Investigación  y conclusiones de
esta una vez elevadas al Pleno tras la adopción de los Acuerdos, el órgano que
deba resolver la cuestión deberá realizar una ponderación razonada del interés
público en la divulgación de la información y los derechos de los afectados
cuyos datos aparezcan en la misma, tomando en consideración los criterios los
de ponderación del apartado 3 del artículo 15 citado, y de esta manera valorar
la incidencia que una determinada información puede tener en la intimidad y el
derecho a la protección de datos de los afectados. En todo caso también se
podrá acudir al criterio de disociación de los  datos personales obrantes en los
documentos (prevista en el apartado 4 del mismo artículo 15).

 
Sobre la entrega de aquella información que contengan las conclusiones

alcanzadas por la Comisión elevadas al Pleno o su publicación a través de la
web, si no contienen datos de carácter personal, no podemos plantear ninguna
observación al respecto. 

En  cualquier  caso,  correspondería  a  los  reglamentos  orgánicos
municipales, en previsión de que se puedan crear comisiones de investigación,
recoger en su texto el marco jurídico regulador de esos órganos.  A modo  de
ejemplo, así lo han hecho, con mayor o menor detalle en su regulación:  el
Reglamento Orgánico del Pleno del Ayuntamiento de Madrid (artículo 138); el
Reglamento Orgánico del Pleno del Ayuntamiento de Málaga (artículo 172); el
Reglamento  Orgánico  del  Ayuntamiento  de  Sevilla  (artículos  114  a  117);  el
Reglamento  Orgánico  del  Pleno  del  Ayuntamiento  de  Toledo  (artículo  129),
entre otros.

IV

Por  otro  lado,  respecto  a  la  publicación  de  los  actos  y  acuerdos  de
cualquier órgano colegiado, en páginas web, esta Agencia se ha pronunciado
en diversas ocasiones señalando lo siguiente    .

“……
Pues  bien,  respecto  de  la  publicidad  de  las  actividades

municipales,  el  artículo  70  de  la  Ley  reguladora  de  las  Bases  del
Régimen Local, en la redacción dada al mismo por la Ley 57/2003, de
16 de diciembre, dispone lo siguiente: 

“1.  Las  sesiones  del  Pleno  de  las  corporaciones  locales  son
públicas.  No  obstante,  podrán  ser  secretos  el  debate  y  votación  de
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aquellos  asuntos  que  puedan  afectar  al  derecho  fundamental  de  los
ciudadanos a que se refiere el artículo 18.1 de la Constitución, cuando
así se acuerde por mayoría absoluta. 

No son públicas las sesiones de la Junta de Gobierno Local. 

2.  Los  acuerdos  que  adopten  las  corporaciones  locales  se
publican o notifican en la forma prevista por la Ley. Las ordenanzas,
incluidos el  articulado  de las  normas de  los  planes  urbanísticos,  así
como los acuerdos correspondientes a éstos cuya aprobación definitiva
sea  competencia  de  los  entes  locales,  se  publicarán  en  el  "Boletín
Oficial"  de  la  provincia  y  no  entrarán  en  vigor  hasta  que  se  haya
publicado completamente su texto y haya transcurrido el plazo previsto
en el artículo 65.2 salvo los presupuestos y las ordenanzas fiscales que
se publican y entran en vigor en los términos establecidos en la Ley
39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales. Las
Administraciones públicas con competencias urbanísticas deberán tener,
a disposición de los ciudadanos que lo soliciten, copias completas del
planeamiento vigente en su ámbito territorial. 

3.  Todos  los  ciudadanos  tienen  derecho  a  obtener  copias  y
certificaciones  acreditativas  de  los  acuerdos  de  las  corporaciones
locales y sus antecedentes, así como a consultar los archivos y registros
en los términos que disponga la legislación de desarrollo del  artículo
105, párrafo b), de la Constitución. La denegación o limitación de este
derecho, en todo cuanto afecte a la seguridad y defensa del Estado, la
averiguación  de  los  delitos  o  la  intimidad  de  las  personas,  deberá
verificarse mediante resolución motivada.” 

Del  tenor  del  precepto  transcrito  se  desprende  que  la  Ley
determina la publicidad del contenido de las sesiones del Pleno, pero en
ningún  caso  de  la  Junta  de  Gobierno, añadiendo  el  régimen  de
publicación en los Boletines Oficiales de los acuerdos adoptados. 

De este modo, únicamente sería conforme con lo dispuesto en la
Ley Orgánica 15/1999 la comunicación de datos, mediante su inclusión
en Internet,  cuando dichos datos se refieran a actos debatidos en el
Pleno de la Corporación o a disposiciones objeto de publicación en el
correspondiente  Boletín  Oficial,  dado  que  únicamente  en  estos
supuestos la cesión se encontraría amparada, respectivamente, en una
norma con rango de Ley o en el hecho de que los datos se encuentran
incorporados a fuentes accesibles al público. 
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En los  restantes  supuestos,  y  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en
otras Leyes, la publicación únicamente sería posible si se contase con el
consentimiento del interesado o si los datos no pudieran en ningún caso,
vincularse con el propio interesado, cuestión ésta que, como se indicó,
puede  resultar  sumamente  compleja,  dadas  las  características  del
Municipio en cuestión, por cuanto un número reducido de datos, incluso
sin incluir los meramente identificativos del afectado, podría identificar a
aquél.” 

Esta  Agencia,  asimismo  ha  venido  señalando  en  otros  informes,  en
relación  con  aquéllos  supuestos  en  que  se  produce  una  delegación  de
competencias  por  parte  del  Pleno  en  favor  de  la  Comisión  de  Gobierno,
atendiendo a lo declarado en la Sentencia 161/2013 del Tribunal Constitucional,
lo siguiente: 

“En la actualidad debe tenerse en cuenta lo señalado por el  Tribunal
Constitucional en su Sentencia 161/2013, de 26 de septiembre, en recurso de
inconstitucionalidad contra la disposición final primera de la Ley 57/2003, de 16
de diciembre, de medidas para la modernización del gobierno local, en cuanto
declara básico entre otros el artículo 70.1 párrafo segundo de  la Ley 7/1985,
de  2  de  abril,  reguladora  de  las  bases  de  régimen  local (LBRL).  Dicha
Sentencia declara constitucional dicho precepto, siempre que se interprete en
el  sentido de que no se refiere a las decisiones relativas a las atribuciones
delegadas por el pleno, conforme expone en el fundamento jurídico noveno.

Manifiesta  dicha   Sentencia  en  su  fundamento  jurídico  noveno  lo
siguiente:

“(…)  Ahora  bien,  como  plantea  el  Gobierno recurrente,  la  junta de
gobierno local de los municipios que no sean de gran población no solo
tiene  las  competencias  ya  señaladas,  sino  que,  además,  también  le
corresponden las atribuciones que otro órgano municipal le delegue [art.
23.2 b) LBRL], incluyendo el pleno municipal (art. 22.4 LBRL). El art. 22.4
LBRL establece la  posibilidad de que el  pleno delegue el  ejercicio  de
determinadas atribuciones que le son propias en el alcalde y en la  junta
de  gobierno local.  Esas  atribuciones  delegables  son:  el  ejercicio  de
acciones judiciales y administrativas y la defensa de la corporación en
materias de competencia plenaria [art.  22.2 j) LBRL]; la declaración de
lesividad  de  los  actos  del  ayuntamiento  [art.  22.2  k)  LBRL];  la
concertación  de  las  operaciones  de  crédito  cuya  cuantía  acumulada,
dentro  de  cada  ejercicio  económico,  exceda  del  10  por  100  de  los
recursos  ordinarios  del  presupuesto  —salvo  las  de  tesorería,  que  le
corresponderán cuando el importe acumulado de las operaciones vivas
en  cada  momento  supere  el  15  por  100  de  los  ingresos  corrientes
liquidados  en  el  ejercicio  anterior—  todo  ello  de  conformidad  con  lo
dispuesto en la  Ley reguladora de las haciendas locales [art.  22.2 m)
LBRL]; la aprobación de los proyectos de obras y servicios cuando sea

c. Jorge Juan 6                                                                                                                                                              www.agpd.es
28001 Madrid



                                                                                                   Gabinete Jurídico

competente para su contratación o concesión, y cuando aún no estén
previstos  en  los  presupuestos  [art.  22.2  ñ)  LBRL];  y  las  demás  que
expresamente  les  confieran las  leyes [art.  22.2  q)  LBRL].  Entre  estas
últimas  cabe  destacar,  por  ejemplo,  las  contrataciones  de  obras,  de
suministro,  de servicios, de gestión de servicios públicos, los contratos
administrativos especiales,  y  los contratos  privados cuando su importe
supere el  10 por 100 de los recursos ordinarios del  presupuesto y,  en
cualquier  caso,  la  cuantía  de  seis  millones  de  euros,  incluidos los  de
carácter plurianual  cuando su duración no sea superior a cuatro años,
siempre que el importe acumulado de todas sus anualidades supere el
porcentaje indicado, referido a los recursos ordinarios del presupuesto del
primer ejercicio, o la cuantía señalada; o la adjudicación de concesiones
sobre bienes y la adquisición de bienes inmuebles y derechos sujetos a la
legislación  patrimonial  cuando  su  valor  supere  el  10  por  100  de  los
recursos  ordinarios  del  presupuesto  o  el  importe  de  tres  millones  de
euros, así como la enajenación del patrimonio, cuando su valor no supere
el porcentaje ni la cuantía indicados, y de los bienes declarados de valor
histórico  o  artístico  cualquiera  que  sea  su  valor  (disposición  adicional
segunda, apartados 1 y 2, del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de
noviembre,  por  el  que  se  aprueba  el  texto  refundido  de  la  Ley  de
contratos del sector público).

Algunas de las atribuciones que el pleno puede delegar en la  junta de
gobierno local no  son  meras  decisiones  administrativas  de  carácter
estrictamente  reglado  en  que  esté  ausente  la  necesidad  de  valorar  y
ponderar criterios discrecionales. Hay atribuciones que afectan a las más
importantes  decisiones  sobre  operaciones  crediticias,  contrataciones  y
concesiones  de  toda  clase,  aprobaciones  de  proyectos  de  obras  y
servicios  y  adquisiciones  de  bienes  y  derechos  y  su  enajenación.  El
legislador otorga estas atribuciones al pleno para que sean adoptadas en
sesiones dotadas de una completa  publicidad que garantice  el  control
ciudadano en la toma de posición y en el proceso de deliberación de sus
representantes  municipales,  como  una  manifestación  de  participación
directa  de  los  ciudadanos  en  los  asuntos  públicos,  tomando  en
consideración la importancia y relevancia política de esas decisiones en lo
que  afecta  a  los  intereses  municipales  y  la  necesidad  de  que  sean
adoptadas  con  la  máxima  transparencia.  La  circunstancia  de  que,
aprovechando el carácter preceptivo de la no publicidad de las sesiones
de la junta de gobierno local y mediante la mera delegación de atribución
del pleno en la  junta, quedara imposibilitado el control de la ciudadanía
sobre  el  proceso  de  la  toma  de  decisiones,  que,  por  su  importancia,
legalmente  están  sometidas  al  régimen  de  publicidad,  supondría  un
menoscabo del principio democrático (art. 1.1 CE) y una vulneración de
las posibilidades de participación directa del  ciudadano en los asuntos
públicos (art. 23.1 CE), en su concreta dimensión de control del ejercicio
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del  cargo  de  sus  representantes  electos,  sometidos  a  mandato
representativo.  Esto  es,  se  configuraría  como uno  de  esos  supuestos
referidos en el ya citado art. 3.2 de la Carta europea de autonomía local
en que la existencia de un órgano municipal ejecutivo, por la conjunción
de la posibilidad de que le sean atribuidas competencias delegadas por el
pleno municipal  y de que sus sesiones no sean públicas, podría ir  en
detrimento de la participación directa de los ciudadanos.

A esta conclusión no cabe oponer la posibilidad prevista legalmente de
que estas mismas atribuciones sean delegadas en el alcalde, toda vez
que, por lo que respecta a lo ahora debatido, al ser un órgano unipersonal
no resulta predicable la proyección del principio de publicidad de la toma
de decisión. Igualmente, tampoco resulta suficiente que los acuerdos de
delegación  se  adopten  por  el  pleno  con  las  debidas  garantías  de
publicidad que ostentan las deliberaciones del pleno. Esto permite a la
ciudadanía realizar un control político sobre ese proceso deliberativo de
delegación, pero no sobre la toma de decisión de la atribución delegada
que, en los términos expuestos, es una atribución que legalmente queda
sometida por su importancia a la exigencia de publicidad.

Por último, el hecho de que los acuerdos adoptados por delegación del
pleno deban ser objeto de publicación o notificación de acuerdo con lo
establecido en la legislación vigente tampoco resulta concluyente. Como
se ha afirmado anteriormente, estos actos de publicación o notificación
también son manifestaciones de la exigencia de publicidad y posibilidades
de control ciudadano, y están más vinculados al principio de seguridad
jurídica (art. 9.3 CE) (entre otras, STC 136/2011, de 13 de septiembre, FJ
9),  pero  no  pueden  ser  considerados  sustitutivos  de  la  exigencia  de
publicidad de las sesiones.

En  consecuencia,  el  art.  70.1,  párrafo  segundo,  LBRL,  en  tanto
establece  que  las  sesiones  de  las  juntas  de  Gobierno local no  son
públicas,  es  conforme  con  el  principio  democrático  (art.  1.1  CE)  y  el
derecho a la participación en los asuntos públicos (art. 23.1 CE), siempre
que se interprete en el sentido de que no incluye las decisiones relativas a
las atribuciones delegadas por el pleno.”

Atendiendo a la interpretación del párrafo segundo del artículo 71 de la
Ley de bases de Régimen Local efectuada por el Tribunal Constitucional en
dicha sentencia, la publicidad de las deliberaciones de las juntas de gobierno
local, cuando se trate de atribuciones delegadas por el pleno, no será contraria
a lo previsto en la Ley Orgánica 15/1999. En los restantes supuestos no existe
habilitación  legal  para  hacer  públicas  las  deliberaciones  de  las  juntas  de
gobierno local, sin perjuicio de la publicidad que deba darse a los acuerdos
adoptados.

V
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Por  su  parte,  en  relación  con  los  expedientes  examinados  por  la
Comisión de Investigación  y la cuestión referida a  si se pueden entregar copia
de los exámenes de las convocatorias investigadas, teniendo en cuenta que se
trata  de  procedimientos  que  pueden  no  estar  conclusos  porque  han  sido
recurridos en los tribunales, conviene traer a colación el criterio mantenido por
esta Agencia en el Informe 178/2014, que analiza la relación entre el derecho a
la protección de datos personales en supuestos de procesos de concurrencia
competitiva de contenido semejante al planteado,

“Así, en relación con los procesos de concurrencia competitiva, y aun no
siendo  similar  al  supuesto  ahora  planteado,  podría  tenerse  en  cuenta  la
doctrina de la Audiencia Nacional en relación con las cesiones de datos de las
calificaciones otorgadas en el marco de procesos selectivos, en que el tribunal
ha  considerado  que  el  principio  de  publicidad  y  transparencia  se  torna  en
esencial,  como  garantizador  del  principio  de  igualdad.  Así,  la  Audiencia
Nacional ha ponderado el principio de publicidad con la protección de datos de
carácter  personal,  llegando  a  la  conclusión  que  durante  la  tramitación  del
proceso selectivo ha de prevalecer el primero en la sentencia de 26 de abril
de  2012  de  la  Sección  Primera  de  la  Sala  de  lo  Contencioso
Administrativo de la Audiencia Nacional, que cita a su vez la recaída en el
recurso 215/2010, señaló lo siguiente: 

“Por lo tanto, una de las excepciones a la exigencia de consentimiento
para el tratamiento de datos es el de la colisión con intereses generales ó con
otros derechos de superior valor que hagan decaer la protección de datos por
la preferencia que deba concederse a ese otro interés. 

En el caso presente, al tratarse de un procedimiento de concurrencia
competitiva  debemos  atender  a  lo  que  señala  el  artículo  103  de
la Constitución cuando  afirma  que  la  Administración  Pública  sirve  con
objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de
eficacia,  jerarquía,  descentralización,  desconcentración  y  coordinación,  con
sometimiento pleno a la Ley y al Derecho. (párrafo 1) y cuando afirma en el
párrafo  3  que  "La  Ley  regulará  el  estatuto  de  los  funcionarios  públicos,  el
acceso a la función pública de acuerdo con los principios de mérito y capacidad
..."  (todo ello en relación con lo previsto en el  artículo 23 C.E .  al  que nos
referiremos más adelante.

Obviamente, las garantías que exige el tratamiento de datos personales
no puede servir para empañar ó anular estas exigencias generales que obligan
a que los procesos se conduzcan cumpliendo unas mínimas exigencias de
transparencia y publicidad.  La superioridad de estos otros valores aconseja
que  en  este  caso  se  entienda  que  no  era  exigible  el  consentimiento  del
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interesado  para  el  tratamiento  del  dato  de  la  nota  consistente  en  su
comunicación por el sindicato ahora recurrente.

Desde  este  punto  de  vista,  debemos  concluir  que  no  es  exigible  el
consentimiento de aquellas personas que participen en un procedimiento de
concurrencia competitiva para el tratamiento de las calificaciones obtenidas en
dicho  procedimiento  y  ello  como  garantía  y  exigencia  de  los  demás
participantes para asegurar la limpieza e imparcialidad del procedimiento en el
que concurren. (...)

Es  cierto  que  la Ley  Orgánica  15/1999   no  recoge  expresamente
exenciones o excepciones al régimen de tratamiento de datos personales en
ella  contenida  con  fundamento  en  las  garantías  de  transparencia  de  los
procesos  competitivos  por  lo  que  será  preciso  ponderar  los  intereses  en
conflicto para poder determinar cuál de ellos debe prevalecer. Efectuada dicha
ponderación, y valorando las circunstancias que aquí concurren, es claro para
este Tribunal que debe prevalecer en este caso la garantía de publicidad y
transparencia  del  proceso  competitivo  sobre  el  derecho  a  la  protección  de
datos.”

Aplicando  esta  doctrina  al  supuesto  planteado,  relacionado  con  el
acceso por un estudiante al expediente académico de otro, a fin de conocer
sus calificaciones en relación con las matrículas de honor concedidas, sería
preciso conocer si, a la luz de la Ley 30/1992, el solicitante puede ser calificado
como  interesado;  es  decir,  si  del  contenido  del  citado  expediente  puede
deducirse a su favor un determinado beneficio o perjuicio, lo que dependerá de
las circunstancias relacionadas con el supuesto concreto o las deducciones
que sobre las tasas universitarias deban realizarse en caso de haber obtenido
las calificaciones planteadas. En todo caso, el acceso debería realizarse a los
datos respecto de los que pueda predicarse la citada condición de interesado;
es decir, respecto de los que el solicitante se encontrase en una situación de
concurrencia competitiva respecto del afectado al que se refirieran los datos.”

VI

Por último, debe aquí recordarse que el artículo 15.5 de la Ley 19/2013
dispone taxativamente que “La normativa de protección de datos personales
será  de  aplicación  al  tratamiento  posterior  de  los  obtenidos  a  través  del
ejercicio del derecho de acceso”. Quiere ello decir que toda actividad que se
lleve a cabo con dichos datos y que suponga un tratamiento de los mismos a
los  efectos  previstos  en  la  normativa  de  protección  de  datos  de  carácter
personal queda íntegramente sometido a sus disposiciones. Ello implica que
quienes hayan accedido a los datos, ya sea mediante obtención de copia de los
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documentos  u  otro  medio  y  pretendan  algún  uso  de  los  mismos,  deberán
encontrase adecuadamente legitimados conforme a lo establecido en el artículo
6 de la Ley Orgánica 15/1999, sea en el consentimiento del interesado, esto es
el  titular  de  los  datos  personales,  o  en  alguno  de  los  supuestos  en  que,
conforme  a  dicho  precepto  cabe  el  tratamiento  de  los  datos  personales.
Asimismo, la comunicación o difusión de dichos datos constituye una cesión de
datos que deberá encontrarse legitimada en alguna de las causas recogidas en
el artículo 11 de la Ley Orgánica 15/1999.  Del mismo modo estaría sometido,
en caso de llevar a cabo un tratamiento de los datos, en tanto no han sido
recabados  directamente  del  interesado,  a  informar  a  aquél  acerca  del
tratamiento, conforme a lo establecido en el  artículo 5.4 de la Ley Orgánica
15/1999,  a dar cumplimiento a los principios de calidad recogidos en el artículo
4 de dicha norma, a respetar el deber de secreto impuesto por el artículo 10 y a
atender las solicitudes de ejercicio de los derechos de acceso, rectificación,
cancelación y oposición establecidos en las normas de protección de datos.
Deberá  además  implantar  las  adecuadas  medidas  de  seguridad;  en  este
sentido, a título de ejemplo, debe recordarse que esta Agencia, ha impuesto
sanciones en supuestos en que no se procedió a la destrucción de documentos
en papel que contenían datos personales apareciendo los mismos en la calle o
en  contenedores  de  basura  de  modo  que  tales  datos  eran  accesibles  a
cualquier persona.
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